




[Titulo de la persona a quién está dirigiendo la carta, por ejemplo, el Ministro de Relaciones Exteriores de (país) / Primer Ministro de (país)]
[Dirección]
RE: Oportunidad para abordar los conflictos de interés empresariales en el marco de las negociaciones del Tratado de la ONU en Ginebra, del 23 al 27 de octubre.
Estimado (Excelencia / Honorable, o el título que sea apropiado en su país),
Le escribimos como [incluye una frase describiendo las organizaciones signatarias, por ejemplo: “Los signatarios de esta carta son un grupo de organizaciones de la sociedad civil, movimientos sociales, etc.. comprometidos a asegurar que las empresas no se involucren en conductas que violen los derechos humanos y el medio ambiente, y en los casos en que se involucren, sean consideradas responsables por su comportamiento" O, si usted es una sola organización escribiendo, proporcione algunos detalles breves sobre su organización, su ubicación, sus prioridades, etc.]
Los pueblos y los gobiernos de todo el mundo están sintiendo el impacto del alcance del poder corporativo. En la práctica, las empresas ejercen tal influencia sobre la toma de decisiones de las agencias estatales, y el cabildeo corporativo y la interferencia en los asuntos cotidianos del gobierno es tan significativo que amenaza el principio de que la voluntad del pueblo debe ser la base del gobierno, tal como expresado en el artículo 21 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos. La influencia corporativa sobre la toma de decisiones estatales conduce al debilitamiento de las regulaciones y de las normas laborales, ambientales y de derechos humanos. Vemos el impacto que esto tiene en las vidas de las personas en todo el mundo, ya sea en un colapso en una fábrica en Bangladesh o en la falta de acceso a servicios médicos básicos en los Estados Unidos. En resumen, la búsqueda de lucro sin restricciones por las empresas sobrepasa el bienestar y los derechos humanos de las personas. Contrarrestar esta dinámica trae altos costos para los gobiernos y las personas, quienes, en algunos casos, terminan pagando también con sus vidas.
En Ginebra, del 23 al 27 de octubre, pedimos a nuestro gobierno que aproveche la oportunidad presentada por la tercera reunión del Grupo de Trabajo Intergubernamental de composición abierta (GTI) de las Naciones Unidas sobre las empresas transnacionales y otras empresas en materia de derechos humanos (formada por la Resolución del Consejo de Derechos Humanos de las Naciones Unidas 26/9, que se aprobó en el Consejo en junio de 2014) para establecer normas claras sobre conflictos de interés, incluyendo reglas para que las empresas no participen en las actividades de elaboración de normas de los gobiernos. De tal forma, se puede asegurar que las empresas estén en posición de ayudar, y no dañar, a nuestras sociedades.
Todos los gobiernos luchan contra el poder que las empresas ejercen, incluyendo aquellas empresas extranjeras y transnacionales, sobre la toma de decisiones dentro de los parlamentos, los organismos ejecutivos y reguladores, los sistemas judiciales y muchas otras áreas de gobierno nacional y local. El GTI de las Naciones Unidas es una oportunidad particularmente prometedora para desarrollar estándares legales internacionales que establezcan restricciones apropiadas sobre cómo las empresas pueden interferir dentro de nuestro gobierno.
Por ejemplo, normas estableciendo restricciones razonables sobre el involucramiento de las empresas en la elaboración de normas en el ámbito nacional podría haber ayudado a prevenir [CONSIDERE INCORPORAR UN EJEMPLO DE UNA INSTANCIA EN LA CUAL LA INTERFERENCIA EMPRESARIAL EN LA ELABORACIÓN DE REGLAS IMPACTÓ LOS DERECHOS HUMANOS Y / O EL MEDIO AMBIENTE EN SU PAÍS (ejemplo que no antagonice al lector sería más convincente)].
Afortunadamente, existen normas internacionales que ya están en operación y que los gobiernos pueden utilizar para guiar el debate sobre cómo desarrollar estándares para proteger contra la interferencia corporativa dentro de las negociaciones del tratado de la ONU en el GTI. Un buen ejemplo es el artículo 5.3 del Convenio Marco de la Organización Mundial de la Salud para el Control del Tabaco (CMCT), el cual fue aprobado por unanimidad. Como los Estados han reconocido desde hace mucho tiempo, las corporaciones de tabaco tienen interés en vender y comercializar agresivamente productos de tabaco que dañan la salud y los derechos humanos de las personas en todo el mundo, e imponen una pesada carga sanitaria a los gobiernos. En vista del fin de lucro de las empresas, los Estados reconocieron a través del CMCT que existía "un conflicto fundamental e irreconciliable entre los intereses de la industria del tabaco y los intereses de las políticas de salud pública". Concluyeron que permitir a las empresas de tabaco participar en el proceso de desarrollo de políticas relacionadas con la salud o la venta de productos de tabaco planteaba un conflicto de interés para las instituciones públicas que permitían esta participación. Por lo tanto, el artículo 5.3 de la Convención establece que “A la hora de establecer y aplicar sus políticas de salud pública relativas al control del tabaco, las Partes actuarán de una manera que proteja dichas políticas contra los intereses comerciales y otros intereses creados de la industria tabacalera".
Los Estados que elaboraron el CMCT establecieron un conjunto de directrices para la aplicación del párrafo 3 del artículo 5. Tan importante es este artículo para la implementación del CMCT que recientemente la Organización Mundial de la Salud publicó una "Evaluación del Impacto del CMCT de la OMS" en la que reconoció que "la aplicación del Artículo 5.3 a todos los niveles de gobierno es la más alta prioridad para el progreso en la implementación [del CMCT] ".
El tabaco no es una industria excepcional donde surge un claro conflicto de interés. Los motivos de lucro de las corporaciones a menudo crean un conflicto fundamental e irreconciliable con el establecimiento de políticas públicas dirigidas a regularlas. Y como la situación es diferente en cada país, cada país debe decidir cómo deben funcionar las normas relativas a conflictos de interés a nivel nacional y local. Una norma común dentro del tratado de la ONU que faculte a cada Estado para garantizar el más alto grado de salvaguardia de los derechos humanos de sus ciudadanos es el enfoque más apropiado para establecer normas para abordar estos conflictos de interés.
Como tal, sugerimos que el futuro tratado de las Naciones Unidas incluya una provisión que requiera a cada Estado establecer normas para evitar conflictos de interés a nivel nacional que tengan como objetivo asegurar una separación apropiada entre las empresas y las agencias estatales. Las normas deben contener medidas que incluyan, entre otros, los siguientes elementos:
a) Asegurar que todos los procesos de toma de decisión internacionales y estatales relativos al establecimiento y la aplicación de leyes o políticas, o de supervisión administrativa o judicial, sean independientes y protegidos cuando la interacción con las empresas, sus representantes o otros intereses particulares conexos, pueda dar lugar a un conflicto de interés;
b) Asegurar que todas las agencias y empresas estatales sean transparentes y responsables en todos sus trámites, incluso en relación con el acceso público a la información y a la participación;
c) Establecer períodos de tiempo (no menos de dos años) dentro de los cuales un empleado de una agencia estatal no puede trabajar para una empresa con la cual el empleado tenía alguna relación en su papel de empleado estatal y viceversa para empleados corporativos;
d) Prohibir el uso por empresas de personal de seguridad pública del Estado y / o fuerzas armadas, ya sea por medio de empleo o inducción.
Estas medidas proporcionaran un sólido debate en el marco del proceso del GTI a favor del establecimiento de un artículo en el tratado que provea la protección necesaria para el público contra los conflictos de interés empresarial y garantice un desarrollo económico y humano sostenible.
Por lo tanto, instamos al gobierno a que se una al amplio grupo de Estados que ya han demostrado su apoyo al progreso del derecho internacional para hacer frente a las violaciones de los derechos humanos por las empresas y protegen los derechos humanos de nuestros pueblos.
Con mucho gusto les proporcionaríamos más información, y esperamos poder tener un diálogo constructivo sobre estos temas mientras se prepara la tercera reunión del GTI en Ginebra del 23 al 27 de octubre de 2017.
Le agradecemos su atención a este importante asunto y esperamos poder reunirnos pronto. 
[Para hacer hincapié en la importancia de esta solicitud, solicite también una reunión con el funcionario del ministerio principal y / o el ministro apropiado, que probablemente es el departamento de asuntos exteriores.]
Sinceramente,
[Nombres de la (s) organización (es) que firman / apoyan la carta]
